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Acta No. ____

(Octubre 6 de 2015)
Sistema oral - Audiencia de juzgamiento


Siendo las 9:00 a.m. de hoy, martes 6 de octubre de 2015, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira se constituye en audiencia pública de juzgamiento en el proceso ordinario laboral instaurado por VIRGINIA VELÁZQUEZ LÓPEZ contra CONSTRUGAS LTDA.
Para el efecto, se verifica la asistencia de las partes a la presente diligencia: Por la parte demandante… Por la demandada…
Alegatos de conclusión

De conformidad con el artículo 82 del C.P.T y de la S.S., modificado por el artículo 13 de la Ley 1149 de 2007, se concede el uso de la palabra a las partes para que presenten sus alegatos de conclusión. Por la parte demandante… Por la parte demandada…

SENTENCIA

Como quiera que los fundamentos de los argumentos expuestos en las alegaciones se tuvieron en cuenta en la discusión del proyecto, procede la Sala a resolver el recurso de apelación presentado por la parte actora contra la sentencia emitida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el día 25 de septiembre de 2014.
PROBLEMA JURIDICO A RESOLVER

De acuerdo a la materia de la impugnación, deberá verificarse si conforme a la prueba documental y testimonial allegada al proceso, es posible concluir que los ingresos de la demandante superaban efectivamente la cantidad liquidada por la empresa demandada, estableciéndose si el auxilio de rodamiento alegado por ambas partes, constituía o no remuneración ordinaria. Así mismo deberá establecerse si resulta procedente la tacha de falsedad propuesta por la demandada frente al certificado de ingresos y retenciones aportado por la parte actora.
I. LA DEMANDA Y SU CONTESTACIÓN

La demandante pretende que se condene a Constugras Ltda. a reconocer y pagar a su favor la diferencia salarial percibida en los años 2010, 2011 y 2012 con relación a lo devengado y pactado en el 2009, así como el ajuste de la indemnización por despido injusto y la liquidación de las prestaciones sociales, en cuanto a prima de servicios, auxilio de cesantías, intereses a las cesantías y compensación por vacaciones, otorgada a la terminación del contrato, con base en el salario realmente devengado por ella. Solicita igualmente que se le de aplicación a la sanción moratoria por el no pago de las prestaciones sociales y salarios en debida forma. 


En sustento de sus pretensiones, afirmó que laboró para la entidad demandada como responsable del área de Talento Humano y Coordinadora del Sistema de Gestión de Calidad, desde el 17 de marzo de 2008, mediante contrato laboral inferior a un año, prorrogándose hasta convertirse en contrato a término fijo de un año, siendo el ultimo periodo contratado del 2 de enero de 2012 hasta el 31 de diciembre de 2012. No obstante, la entidad dio por terminado el contrato de forma unilateral, el 28 de julio de 2012, otorgándole la indemnización por despido injusto y la liquidación de prestaciones sociales, con base en el salario mínimo. 

Enuncia que para el año 2009 devengaba un salario mensual de $1.680.000, suma que en los años siguientes fue disminuida a $1.250.000, contrariando el incremento que en cada anualidad debía surtirse y lo pactado en el contrato.

Por lo anterior, alega que la demandada está en la obligación de ajustar el salario a lo pactado en el contrato y al incremento de orden legal, para así efectuar el reajuste de la liquidación de prestaciones sociales y la indemnización por despido injusto, canceladas a la terminación del contrato, que al estar en mora, da lugar a la aplicación de la sanción moratoria.

Finalmente, agrega que citó a la demandada a audiencia de conciliación ante el Ministerio de Trabajo, en la que esta manifestó la inexistencia de ánimo conciliatorio y dijo someterse a lo que resulte probado en el proceso respectivo.
La demandada allega contestación en los siguientes términos:

Admite la existencia del contrato de trabajo, haciendo salvedad que no es este a término fijo sino indefinido, igualmente acepta como cierto lo relacionado con la terminación unilateral e injusta del contrato de trabajo, el monto de la indemnización por tal concepto y citación a audiencia de conciliación ante el Ministerio del Trabajo. En cuanto al salario que realmente devengaba la trabajadora, asegura que no es cierto el aducido en la demanda, puesto que la trabajadora percibió a lo largo de la relación laboral la asignación básica más el auxilio de transporte y otros transportes, sin que se hicieran acuerdos de salario.
Seguidamente, se opone a las pretensiones de la demanda y propone las excepciones de merito denominadas “pago total de las prestaciones debidas”, “buena fe exenta de culpa por parte de la firma empleadora”, “mala fe por parte de la actora”, “cobro de lo no debido”, “falta probatoria para acceder a las pretensiones de la demanda”, “ley del contrato” y “carencia de objeto legal y contractual”.

Junto con la contestación, presenta incidente de Tacha de Falsedad del certificado de ingresos y retenciones aportado por la parte actora como prueba de devengar un salario superior al efectivamente liquidado.

II. SENTENCIA

Tramitada la primera instancia, el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas dictó sentencia el día 25 de septiembre de 2014. De oficio y en uso de las facultades extra y ultra petita, declaró que que entre Construgas Ltda. y Virginia Velázquez López se dieron sendos contratos de trabajo a término fijo inferior a un año, teniendo vigencia el último entre el 2 de enero de 2012 y el 28 de julio del mismo año. 

Asimismo, condenó a la demandada a pagar dentro de los 10 días siguientes a la ejecutoria de la sentencia, la suma de $4.215.855 por concepto de reajuste de las cesantías, intereses a las cesantías, prima de servicios, vacaciones e indemnización por despido injusto. Declaró imprósperas las demás pretensiones de la demanda, así como las excepciones propuestas por la demandada, salvo la relativa a la buena fe en la sanción moratoria; y frente a la tacha de falsedad, se abstuvo de imponer la sanción estipulada en la norma.

Para arribar a tal determinación, el juez consideró que, de acuerdo a la prueba documental aportada, ha de entenderse que las partes en contienda celebraron sendos contratos de trabajo a término fijo inferior a un año, por lo que al ser liquidados cada uno en su tiempo, resultan independientes entre sí y por lo tanto no configurarían un contrato a término indefinido, ni dan lugar a reajuste alguno al haberse liquidado con base al salario realmente devengado.
En cuanto a la disparidad entre el monto de la remuneración aducida en la demanda y el alegado por la empresa demandada, encontró que si bien el auxilio de rodamiento, en términos generales, no constituye salario, al no concederse como remuneración al servicio del trabajador, conforme a los testimonios y la prueba documental de la liquidación de prestaciones sociales de los años anteriores y al certificado del salario gravable para la Dian, que dan cuenta de un salario base muy superior al mínimo, con un auxilio de transporte legal, se evidencia que dicho auxilio tenía por finalidad retribuir la fuerza laboral de la trabajadora y no precisamente compensar los gastos asociados al traslado de la trabajadora a lugares distintos al  domicilio de la empresa, además que entre sus funciones no se registraba las de desplazarse por fuera de la sede de la empresa.
Con relación a la tacha de falsedad, concluyó que al evidenciarse que efectivamente lo contendido en el documento no tiene correspondencia con la verdad, pero al haber participación en su elaboración de ambas partes, no es pertinente aplicar las sanciones estipuladas en el ordenamiento procesal.

Igualmente, consideró que la liquidación de prestaciones sociales del año 2012 y la indemnización por despido injusto, no se ajustan a la realidad, pues de acuerdo a la revisión de la prueba documental, a partir del mes de enero de 2012, en las nominas de la empresa se tomaba como salario quincenal devengado por la demandante $630.000, y el ingreso base de la liquidación que al final de la relación laboral se reconoció al trabajador, fue de $634.500 mensuales. 
RECURSO DE APELACIÓN

Inconforme con la decisión, el apoderado judicial de la demandante presentó recurso de apelación en contra de la decisión de primer grado, argumentando que hay incongruencias en el fallo que van en contra de toda la evidencia probatoria que obra en el proceso. 

Afirmó que los sendos contratos declarados por el Despacho, es la forma que pretendió la demandada para disfrazar las prorrogas surtidas, pero que en realidad fue siempre un contrato continúo desde el 2009, por lo que la base salarial debía tomarse de la suma $1.640.000, incrementada anualmente a partir del 1º de enero de 2010, tal y como se prueba con el contenido del Formulario de Retenciones visible a folio 13 del expediente.
Agregó que la indemnización moratoria es procedente porque se demostró la mala fe de la demandada, pues una empresa en la que trabajan abogados, revisores fiscales y contadores no tiene como escudarse para desconocer que lo pagado por concepto de “transporte” no constituye salario, más cuando se demostró que la demandante no prestaba sus servicios usando su vehículo, por lo que se ven afectados los intereses de la demandante con mala fe, la cual se evidencia en los alegatos que el Juzgado desatendió, máxime cuando la revisora fiscal afirmó que recomendó rebajar los salarios para frenar las pérdidas económicas de la empresa, lo que hicieron aplicando el auxilio de rodamiento como excluido de la base salarial.

Igualmente, inconforme el apoderado judicial de la parte demandada, presentó recurso de apelación en contra de la sentencia de primera instancia, asegurando que, de acuerdo con el recaudo probatorio, se da lugar a que se desestimen todas las pretensiones, limitando sus argumentos en lo siguiente:

1. Expone que el auxilio de rodamiento no tiene, conforme a los pronunciamientos de la corte y la legislación laboral, carácter salarial. Así, siguiendo la Sentencia C-081 de 1996, donde efectivamente se decide que el auxilio de rodamiento no constituye salario, se parte no solo de la buena fe y del interrogatorio de parte, sino también de los testimonios de Olga, Miguel y Lorenzo, pues estos manifiestan unos que la señora Virginia no se desplazaba, pero sí utilizaba el vehículo, que es el medio y no el fin, y otros que la demandante se trasladaba a Anserma, para concluir que esa asignación efectivamente no tiene el carácter de salarial.
2. Afirma que nadie puede beneficiarse de su propia culpa, y si la demandante pretendía hacer valer un documento elaborado por ella misma, tal como se desprende de los testimonios y el interrogatorio, no puede beneficiarse de la credibilidad del documento de la existencia de diferencia salarial, máxime que el juzgado se denota que aplicó el principio de favorabilidad por las facultades ultra petita, para al menos reconocerle algo, pero conforme al desarrollo procesal y la prueba, se evidencia que la trabajadora se esta beneficiando de su propia culpa, al aportar la columna vertebral de este proceso, cuando ella muestra su falta de interés al no acudir al interrogatorio.

III. CONSIDERACIONES
Para el presente caso, dado que el recurso de apelación contra la decisión de primer grado es promovido por ambas partes, la Sala le dará alcance a lo dispuesto en el artículo 357 del C.P.C., aplicable a esta materia laboral en virtud del artículo 145 del C.P.T. y de la S.S., y en consecuencia se abordará el estudio integral de la sentencia atacada sin miramiento de las limitaciones derivadas del denominado principio de consonancia. 

En ese orden, debemos empezar por establecer, a la luz de las pruebas documentales que válidamente obran en el proceso: 1) ¿cuál fue el ingreso económico percibido mensualmente por la trabajadora en vigencia del contrato de trabajo que la ató a la empresa CONSTRUGAS LTDA? 
Una vez resuelto este primer interrogante, deviene el segundo ¿En los términos del artículo 127 del C.S.T., si la totalidad de tal ingreso mensual acreditado constituye “salario” a efectos de re-liquidar las prestaciones sociales a las que tiene derecho la trabajadora?

En tal virtud, empezaremos por resolver de fondo el primer asunto:

3.1. LIBERTAD PROBATORIA Y PRUEBA DEL INGRESO MENSUAL PERCIBIDO POR LA DEMANDANTE


En desarrollo del principio de libertad probatoria, las partes ostentan la potestad de utilizar todos los medios de prueba que consideren necesarios en aras de demostrar la veracidad de sus afirmaciones, siempre y cuando éstos se encuentren ajustados a la ley, siendo entonces su responsabilidad exclusiva el aportar las pruebas con las cuales pretenden demostrar los hechos en que fundan sus pretensiones y argumentaciones.

Siguiendo ese hilo, se advierte que la demandante busca demostrar que empezó a laborar al servicio de la empresa CONSTRUGAS LTDA en el año 2008 y que, para en el año subsiguiente, 2009, percibía una asignación básica mensual de $1.680.000 de acuerdo a lo que aparece consignado en el certificado de Ingresos y Retenciones del año gravable 2009 (Fl. 13), cuya autoría atribuye a la señora ROSANA MARTINEZ MEDINA. Igualmente, se duele la demandante de que, para los años siguientes al 2009, aprovechando la sucesión de contratos a término fijo, la demandada haya rebajado tal monto a la suma de $1.250.000; por consiguiente, pide que sus prestaciones sean liquidadas conforme al salario inicialmente pactado, esto es, $1.800.000, que corresponde al salario del año 2009, actualizado con base al IPC anual hasta el año 2012, teniendo en cuenta que la empresa demandada estableció como base de la liquidación una asignación básica mensual equivalente a un S.M.L.M.V.


Por su parte, la empresa accionada asegura que la promotora del litigio devengó como remuneración la suma mensual de un salario mínimo y que, por concepto de “auxilio de rodamiento”, elemento no constitutivo de salario, recibía una suma igual a $630.000 mensuales (para el año 2012). Al respecto de esto último, indicó que el auxilio de rodamiento no era constitutivo de salario, puesto que no es su objetivo remunerar el trabajo de la empleada, sino reconocer el desgaste de un bien perteneciente a esta que ha sido puesto al servicio de su empleador, refiriéndose a un vehículo adquirido por la demandante en vigencia del contrato de trabajo y que, supuestamente, se compró con recursos provenientes de un préstamo que COOMEVA le desembolsó a la demandante y que se pagaba con cargo al subsidio de rodamiento que se pagó hasta el año 2012.


Conviene señalar que la demandada tachó de falso el formulario de Ingresos y Retenciones del año gravable 2009 debido a que lo que en él está consignado no se acompasa con la realidad y su propósito no fue otro distinto a facilitar el préstamo antes referido.


Bajo tal escenario, es evidente que entre las partes existe desacuerdo en punto al monto mensual de los ingresos de la trabajadora, de manera que se hace necesario apelar al material documental obrante en el proceso para establecer cuál realmente era tal ingreso. 

Ello así, tenemos, de un lado, el formulario de Ingresos y Retenciones del año 2009, que aparece firmado por la representante legal de la empresa demandada y que refleja unos ingresos netos de $20.160.000 por concepto de salarios, que dividido por 13,5 (es decir, 12 meses, una prima, equivalente a un salario, y 15 días de vacaciones compensadas), nos arroja una salario mensual de $1.493.333,33, cifra un tanto inferior a la aducida en la demanda, pues recordemos que la trabajadora aseguró que su salario era de $1.680.000 mensuales, que es el resultado de dividir por 12 meses los ingresos netos declarados en el año 2009; empero, con base en tal documento no podemos afirmar si fueron tenidas en cuenta las demás prestaciones inherentes al contrato de trabajo y que también deben ser sumadas al ítem “salarios”, como lo son las primas y las vacaciones. Luego entonces, se debe descartar la validez probatoria del Certificado de Ingresos y Retenciones, puesto que no es un medio idóneo y exclusivo para demostrar el ingreso mensual de la trabajadora, dado que en este no se refleja el detalle de los ingresos mensuales devengados por ella, sino el consolidado anual de sus ingresos. 


En ese orden de ideas, habida consideración de que el giro de la nómina de la empresa demandada se realizaba en forma electrónica, tal como se aprecia al examinar la documental allegada por la demandada, obraría como prueba suficiente el reporte de transacción exitosa que se genera a través del portal bancario una vez se efectúa el abono en la cuenta bancaria de cada uno de los empleados o, en su defecto, los documentos que dan cuenta de dicha transacción; documental que precisamente obra válidamente entre los folios 282 y 703 del expediente que y resultan muy útiles para deducir que a la demandante le cancelaban mensualmente el equivalente a un salario mínimo mensual vigente más lo correspondiente a “transporte”, que con la contestación a la demanda se califica de “auxilio de rodamiento, cuyo monto para el año 2012 era de $630.000.


En conclusión, le asiste la razón a la a-quo al afirmar que la empresa giraba mensualmente a la demandante la suma de $1.196.700, correspondiente al monto de un salario mínimo ($566.700) más $630.000 por concepto de lo que en nómina se denomina “transporte”.
3.2. factores salariales que integran el ingreso base de liquidación DE LAS PRESTACIONES A QUE TIENE DERECHO LA TRABAJADORA DEMANDANTE.

La legislación laboral prevé la posibilidad de excluir de la base salarial algunas sumas de dineros percibidas por el trabajador, que aunque pagadas de forma habitual, no son constitutivas de salario en virtud de lo dispuesto en el artículo 128 del C.S.T.


Ello resulta relevante a la hora de liquidar las prestaciones sociales a que tiene derecho el trabajador, puesto que los factores no constitutivos de salario, como las bonificaciones o gastos de representación, no tienen por qué contabilizarse a la hora de establecer el Ingreso Base de Liquidación de, por ejemplo, primas, cesantías y aportes a seguridad social. 


Esta Corporación ha tenido oportunidad de examinar el alcance de dicha normativa, y en reciente pronunciamiento, con ponencia de quien hoy cumple igual encargo, estableció:


“En efecto, el artículo 127 del C.S.T. constituye la regla general que se presenta bajo la premisa de que la remuneración es la contraprestación directa por el trabajo. En otras palabras, la actividad desarrollada por el trabajador es la razón de ser de la contraprestación económica del empleador que paga por beneficiarse del trabajo ajeno. Por excepción, de acuerdo a lo señalado en el artículo 128 del C.S.T., es posible que una bonificación habitual no constituya factor salario, en los siguientes casos: 1) bien porque se pagaba ocasionalmente, o 2) porque la suma pagada no ingresaba al patrimonio del trabajador para enriquecerlo o beneficiarlo, sino que su fin era el de mejorar el desempeño de sus funciones. A modo de ejemplo la norma habla de gastos de representación, medios de transporte, elementos de trabajo y otros semejantes; o, finalmente, 3) bien porque esa suma fue expresamente excluida en virtud de pacto suscrito entre las partes, bajo la presentación de contrato, pacto o convención. Para lo cual, en caso de existir acuerdo entre las partes sobre esa exclusión, lo aconsejable es que así se exprese de manera concreta en el contrato de trabajo, o que por otros medios probatorios se demuestre que la suma pagada al trabajador no es constitutiva de salario, por cualquiera de las otras excepciones indicadas en el mentado artículo” (sentencia del 5 de junio de 2015, Octavio Hernández Marín VS. Alpha Seguridad, Rad. 2014-000168)

En este orden, no vemos que exista prueba indicativa de que la trabajadora debía cumplir funciones que implicaran su desplazamiento por fuera del lugar habitual de trabajo, puesto que sus funciones eran meramente administrativas y consistían, básicamente, en el manejo o control del personal adscrito a la empresa demandada, pues recordemos que la demandada aceptó era ella la responsable del área de talento humano.

Pese a que la empleadora afirmó que el pago del subsidio de rodamiento obedeció a un acto de mera liberalidad de la empresa, pues voluntariamente se tomó la decisión de asumir la cofinanciación de la compra de un vehículo de propiedad de la trabajadora, cuyo pago se presentaba quincenalmente bajo la denominación de “auxilio de rodamiento”, lo cierto es que dicho emolumento no encaja dentro de las excepciones planteadas en el artículo 128 del C.S.T., todo lo contrario, esa suma incrementaba el patrimonio de la trabajadora, pues con ese dinero no se asumían gastos asociados al desempeño de sus habituales tareas laborales, es decir, no estaban destinados a cubrir viáticos, que es como comúnmente se denominan los gastos de representación, alojamiento y transporte que un empleado asume con cargo a los recursos del empleador. 

Se da por descontado que la vinculación laboral del demandante se dio a través de sucesivos contratos escritos y a término fijo de un año. El último de ellos, suscrito el 1º de enero de 2012 y que debía extenderse hasta el 31 de diciembre del mismo año, finalizó por decisión unilateral del empleador el día 28 julio de 2012. Es pertinente aclarar que no existe fundamento legal alguno que permita afirmar que los contratos temporales -a término fijo, que es lo mismo-, cumplido cierto lapso, trasmutan a indefinidos, como trata de insinuarlo el demandante en la apelación; todo lo contrario, el artículo 46 del C.S.T., claramente señala que el contrato a término fijo es “renovable indefinidamente”.  


En tal orden, al tenerse por factor salarial el denominado “auxilio de rodamiento o de transporte”, pasaremos a revisar lo concerniente a la liquidación de las prestaciones sociales año a año, advirtiendo de entrada que, entre los folios 69 y 75, obra en prueba indicativa de los pagos de cesantías, vacaciones y prima de servicios de los años 2009 al 2012, y que el salario base de la liquidación de prestaciones para cada uno de esos años fue en su orden: 2009, $1.115.519; 2010, $1.179.768; 2011, 1.239.443; 2012, $536.400. 


Es evidente entonces que para el año 2012, la empleadora liquidó las prestaciones con una base salarial distinta a lo que realmente devengada la trabajadora y resulta acertada la conclusión y el monto de la obligación calculada por el Juzgado de Primer grado.
En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en Nombre de la República  y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia de primer grado dictada dentro del proceso adelantado por el señor VIRGINIA VELASQUEZ LÓPEZ en contra de CONSTRUGAS LTDA. (HOY S.A.S).
SEGUNDO: SIN CONDENA EN COSTAS

NOTIFICACIÓN SURTIDA EN ESTRADOS.

CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.

La Magistrada,
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ                         FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

____________________________

Secretaria Ad-hoc
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